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SENTENCIA 17.12 
Que debo desestimar y desestimo el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por el Procurador de los Tribunales D.    en
nombre de KAYAK GEAR, S.L., y D.    contra el
decreto núm. 11033 dictado por el Ayuntamiento de Mataró, de fecha 13 de
noviembre de 2023, que se confirma por ser ajustado a derecho.
Se imponen las costas a la parte recurrente de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 139 de la LJCA  Notifíquese la presente resolución a
las partes, haciéndoles saber que contra la misma cabe interponer recurso
de apelación en el plazo de quince días desde su notificación.

Saludos Cordiales
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-
Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 07 de Barcelona 
Avenida Gran Via de les Corts Catalanes, 111, edifici I - Barcelona   - C.P.: 08075 

 TEL.: 935548471
FAX: 93 5549786
EMAIL:contencios7.barcelona@xij.gencat.cat

Entidad bancaria BANCO SANTANDER:
Para ingresos en caja. Concepto: 0996000000003424
Pagos por transferencia bancaria: IBAN      
Beneficiario: Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 07 de Barcelona
Concepto: 0996000000003424

N.I.G.: 0801945320240000514 

Procedimiento ordinario 34/2024 -F
Materia: Sanciones y disciplina urbanística (Proc.Ordinario)

Parte recurrente/Solicitante/Ejecutante: KAYAK 
GEAR, S.L.,   
Procurador/a:   
Abogado/a:    

Parte demandada/Ejecutado: AYUNTAMIENTO DE 
MATARÓ
Procurador/a: Carlos Montero Reiter
Abogado/a: 

SENTENCIA  Nº 434/2025

Magistrado: Santiago Alejandro García Navarro  
Barcelona, 17 de diciembre de 2025

Vistos por mí, Santiago Alejandro García Navarro, Magistrado del Juzgado de
lo Contencioso-administrativo nº 7  de esta ciudad,  los presentes autos de recurso
contencioso-administrativo  nº  34/24-F,  tramitado  por  las  normas  del  procedimiento
ordinario, en cuantía indeterminada, en el que ha sido parte recurrente, KAYAK GEAR,
S.L.,  y  D.     representados  por  el  Procurador  de  los
Tribunales, D.    y dirigidos por el Letrado, D.     y
parte  recurrida,  el  Ayuntamiento  de Mataró,  representado por  el  Procurador  de los
Tribunales, D. Carlos Montero Reiter, y dirigido por la Letrada, Dña. Pilar Martí Camps,
sobre urbanismo, dicta la presente con base en los siguientes. 

ANTECEDENTES DE HECHO  

PRIMERO.-  Por  el  Procurador  de  los  Tribunales,  D.     en
nombre y representación de KAYAK GEAR, S.L., y D.    se
interpuso escrito de recurso contencioso-administrativo.

SEGUNDO.- Admitido a trámite el recurso por decreto, y recibido el expediente
administrativo, la parte recurrente formalizó el escrito de demanda, en la que alegó
los hechos y fundamentos de derecho que estimó de aplicación.

TERCERO.- El Ayuntamiento de Mataró formuló contestación en la que se opuso
a la demanda e interesó la desestimación del recurso contencioso-administrativo. 

CUARTO.- Por auto  se recibió el pleito a prueba y se admitió la pertinente y útil.
Finalmente, se presentaron los respectivos escritos de conclusiones, quedando el pleito
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concluso para sentencia. 

QUINTO.- En la tramitación del presente recurso se han observado todas las
prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

PRIMERO.- Es objeto del presente recurso contencioso-administrativo el decreto
núm. 11033 dictado por el Ayuntamiento de Mataró, de fecha 13 de noviembre de 2023,
que desestima el recurso de reposición interpuesto contra el decreto, de fecha 24 de
mayo de 2023, que ordena la restitución de la legalidad urbanística en la finca del Turó
d’Onofre  Arnau,  Veïnat  de  Mata,  15,  Polígono  9,  Parcela  65,  expediente
2022/000011584.

La parte recurrente alega la vulneración del principio non bis in idem en relación
con los actos propios de la Administración y con las obras inspeccionadas. Aduce la
nulidad del informe de fecha 18 de julio de 2022 por investigación prospectiva prohibida.
Sostiene la  tercería  de buena fe  protegida por  la  inscripción registral  de las obras
nuevas. Arguye la legalidad y legalización de las obras. 

La  Administración  se  opone al  esgrimir,  en  cuanto  a  la  manifestación  de la
vulneración del principio de non bis in idem respecto a dos procedimientos diferentes,
un procedimiento incoado sancionador que se sobreseyó, y otro un procedimiento de
restauración  de  la  legalidad  urbanística,  no  es  correcta,  dado  que  se  trata  de
expedientes independientes, además de ser compatibles. Defiende no ha efectuado
investigación prospectiva, sino que ha tramitado los procedimientos de protección de la
legalidad urbanística, de restauración sancionadores preceptivos, y acudió a solicitar
auxilio judicial de entrada a domicilio, a efectos de inspección, por falta de colaboración
per parte del propietario y promotor de la finca de permitir el acceso a la finca. Señala
que, ciertamente, en la finca hay varias edificaciones, de les cuales dos edificaciones
constan tanto en el Registro de la Propiedad como en el Catastro, pero ello no quiere
decir que se construyeran con licencia municipal. Rechaza el carácter legalizable de las
obras. Manifiesta que la parte actora no puede actuar con la dualidad de persona física
o jurídica y presentar alegaciones como persona física, por lo que el Sr.  no
actúa a título particular, y no es parte en el presente recurso contencioso-administrativo.

SEGUNDO.- El primer examen debe ir enfocado a la vulneración del principio
non bis in idem.

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional, desde la sentencia 2/1981, tiene
reconocido que el principio «non bis in idem», aunque no aparece constitucionalmente
consagrado  de  manera  expresa,  ha  de  entenderse  integrado  en  los  principios  de
legalidad y tipicidad de las infracciones que acoge el artículo 25.1 de la Constitución.

Es, también, constante la jurisprudencia constitucional -SSTC 2/1981, 159/1985,
23/1986, 66/1986, 94/1986, 107/1989, 122/1990, 150/1991...-  que define el  principio
«non bis in idem» como la prohibición de que, por autoridades de un mismo orden y a
través de procedimientos distintos, se sancione repetidamente una misma conducta, por
entrañar esta posibilidad una inadmisible reiteración del ejercicio del «ius puniendi» del
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Estado.

Se sigue de ello -y así se consigna de manera expresa en la STC 270/1994- que
el principio de prohibición del «bis in idem» no imposibilita la sanción de unos mismos
hechos  por  autoridades  de  distinto  orden  y  que  los  contemplen,  por  ello,  desde
perspectivas diferentes, como sucede entre el ilícito penal y la infracción administrativa,
cuando las sanciones distintas vengan justificadas por la necesidad de una protección
adicional dirigida a la preservación de distintos bienes jurídicos. Este mismo criterio de
admisibilidad constitucional de la doble sanción penal y administrativa se ha aplicado
por  el  Tribunal  Constitucional  cuando  concurren  sobre  una  misma  persona  cuya
situación jurídica se ve afectada por una relación administrativa de sujeción especial,
siempre que, así mismo, no sea coincidente el fundamento de ambas sanciones -SSTC
2/1981, 77/1983, 159/1985 y 112/1990-.

En términos de principio  general,  el  artículo  31 de la Ley 40/2015,  de 1 de
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, acoge la garantía de la prohibición del
«bis in idem» entre sanciones penales y administrativas sólo y exclusivamente para «los
casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento».

De  la  regulación  legal  y  la  jurisprudencia  emanada  se  concluye  que  el
presupuesto para la aplicación de la interdicción constitucional de incurrir en bis in idem,
sea este sustantivo o procesal, es la constatación de la triple identidad de hecho, sujeto
y fundamento; pues los derechos constitucionales reconocidos en el artículo 25.1 CE
“no  impiden  la  concurrencia  de  cualesquiera  sanciones  y  procedimientos
sancionadores, ni siquiera si éstos tienen por objeto los mismos hechos, sino que estos
derechos fundamentales consisten precisamente en no padecer una doble sanción y en
no ser sometido a un doble procedimiento punitivo, por los mismos hechos y con el
mismo fundamento (STC 2/2003, de 16 de enero, ATC 197/2009).

La STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª,  Sentencia de 12
marzo 2014, dispone:  “Desde otro punto de vista y por lo que se refiere al fondo del
asunto hemos de advertir  que para que opere el  principio  "non bis  in  idem" debe
concurrir  una  triple  identidad  entre  los  términos  comparados:  objetiva,  subjetiva  y
causal;  la  identidad  subjetiva  supone  que  el  sujeto  afectado  debe  ser  el  mismo,
cualquiera que sea la naturaleza o autoridad judicial o administrativa que le enjuició, y
en el  supuesto que analizamos falta  uno de los elementos concurrentes,  pues los
sujetos afectados no son los mismos, ya que se impuso a la empresa recurrente una
sanción de 120.000 euros por la comisión de una infracción muy grave en materia de
prevención de riesgos laborales, respecto de unos hechos que habían sido objeto de un
procedimiento penal tramitado por el Juzgado de lo Penal número 7 de Zaragoza en el
que fueron condenados el gerente, el responsable de producción, la responsable de
medio ambiente, calidad y prevención y el encargado de turno. En consecuencia, en
este supuesto, no concurre la identidad de litigantes que estén en la misma situación
porque la condena recae en uno y otro orden jurisdiccional sobre sujetos distintos y que
no se funden en una sola y común identidad, de modo que es acertada la decisión
adoptada por la sentencia recurrida.

En este sentido, la  STS de 15 de octubre de 2008, recurso de casación para la
unificación de doctrina n. º 31/2006, según la cual: “No está demás recordar que el  art.
133 de  la  Ley  de  Procedimiento  Administrativo  Común que  rotula  como  de  la
"concurrencia de sanciones"  se ocupa del  denominado principio  non bis  in  idem y
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expresa que: "No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o
administrativamente,  en los casos en que se aprecie identidad del  sujeto,  hecho y
fundamento". Pues bien y refiriéndonos ahora a la  Sentencia de contraste de 28 de
octubre de 1991, es cierto que en la misma se hace referencia a que los hechos que se
sancionan son idénticos ante la Jurisdicción Penal y la Administrativa de forma que una
misma conducta ha sido sancionada dos veces, pero lo que no dice la Sentencia es que
esa doble sanción de unos mismos hechos se haya producido afectando a un único
sujeto,  porque en nuestro supuesto la  condena por las infracciones administrativas
recayó sobre la sociedad mientras que la Sentencia penal condenó a la persona física
que dirigiendo la realización de la obra no adoptó las medidas capaces de prevenir el
hecho que posteriormente dio lugar al  fallecimiento del  trabajador que empleaba la
sociedad aquí recurrente”.

La vulneración del principio «non bis in idem» no puede ser acogida, puesto que
no  se  está  ante  dos  procedimientos  sancionadores,  sino  ante  un  procedimiento
sancionador  por  infracción  urbanística  (expediente  2020/004144)  y  ante  un
procedimiento de restauración de la legalidad urbanística infringida, como es el de autos
(expediente 2023/11584).

En cuanto a la vulneración del principio de confianza legítima, la STS, de 6 de
octubre de 2005, recurso de casación 31/2003, FJ 8º, señala: "Se trata, por tanto, de un
principio de raigambre en nuestra jurisprudencia pues en la sentencia de esta Sala de
17  de  junio  de  2003 (reiterando  jurisprudencia  anterior, sentencias  del  Tribunal
Supremo de 10 de mayo de 1999 , 13 de julio de 1999 y 24 de julio de 1999 , de nuevo
citada en fecha reciente de 27 de abril  de 2005) se afirmaba que "El  principio de
protección a la confianza legítima, relacionado con los más tradicionales, en nuestro
Ordenamiento,  de  la  seguridad  jurídica  y  la  buena  fe  en  las  relaciones  entre  la
Administración y los particulares, comporta, según la doctrina del Tribunal de Justicia de
las Comunidades Europeas y la jurisprudencia de esta Sala, el que la autoridad pública
no pueda adoptar  medidas que resulten contrarias  a la  esperanza inducida  por  la
razonable estabilidad en las decisiones de aquélla,  y  en función de las cuales los
particulares han adoptado determinadas decisiones.

La  virtualidad  del  principio  puede  suponer  la  anulación  de  un  acto  de  la
Administración  o  el  reconocimiento  de  la  obligación  de  ésta  de  responder  de  la
alteración (sin conocimiento anticipado, sin medidas transitorias suficientes para que los
sujetos puedan acomodar su conducta y proporcionadas al interés público en juego, y
sin las debidas medidas correctoras o compensatorias) de las circunstancias habituales
y estables, generadoras de esperanzas fundadas de mantenimiento.

No  pueden  apreciarse  los  necesarios  presupuestos  para  la  aplicación  del
principio invocado en la mera expectativa de una invariabilidad de las circunstancias. Ni
el  principio  de  seguridad jurídica  ni  el  de  la  confianza legítima garantizan que las
situaciones de  ventaja  económica deban  mantenerse  indefinidamente  estables,
coartando la potestad de los poderes públicos para establecer nuevas regulaciones".

El mismo Tribunal Supremo, en sentencia, entre otras, de 13 de abril de 2007,
recurso  de  casación  6.788/2003,  ya  declaró,  por  lo  que  hace  a  la  potestad  de
planeamiento  urbanístico,  que:  "...El  examen  de  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal
Supremo, tanto de la referida al "ius variandi" que compete a aquélla en la ordenación
del suelo, para el que ni tan siquiera los derechos adquiridos, ni los convenios que la
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Administración haya podido concluir, constituyen obstáculos a su ejercicio racional y no
arbitrario (sentencias, entre muchas otras, de 30 de abril y 13 de julio de 1990 , 3 de
abril , 9 de julio, 21 de septiembre , 30 de octubre y 20 de diciembre de 1991 , 27 de
febrero , 28 de abril y 21 de octubre de 1997 y las en ellas citadas), como de la atinente
a aquel  principio de la "indisponibilidad de las potestades de planeamiento por vía
convencional", en la que reiteradamente se afirma que las exigencias del interés público
que justifican tales potestades implican que su ejercicio no pueda encontrar límite en los
convenios que la Administración concierte con los administrados; que las competencias
jurídico-públicas  son  irrenunciables  y  se  ejercen  por  los  órganos  que  las  tienen
atribuidas  como  propias,  por  lo  que  no  resulta  admisible  una  "disposición"  de  la
potestad de planeamiento por vía contractual; o que, cualquiera que sea el contenido de
los acuerdos a que el Ayuntamiento haya llegado con los administrados, la potestad de
planeamiento ha de actuarse siempre en aras del interés general y según principios de
buena administración para lograr la mejor ordenación urbanística posible, sin perjuicio
de las consecuencias indemnizatorias que, ya en otro terreno, pueda desencadenar, en
su caso, el apartamiento por parte de la Administración de lo convenido (sentencias,
entre otras muchas, de 30 de abril y 13 de julio de 1990, 21 de septiembre y 20 de
diciembre de 1991, 13 de febrero, 18 de marzo, 15 de abril y 27 de octubre de 1992, 23
de junio, 19 de julio y 5 de diciembre de 1994, 15 de marzo de 1997, 29 de febrero de
2000 o 7 de octubre de 2002), avala lo dicho".

Como resulta  de la  doctrina expuesta,  el  hecho de que el  Ayuntamiento de
Mataró haya archivado el procedimiento sancionador no puede amparar una actuación
contraria a la normativa urbanística aplicable.

Finalmente,  precisar  que  el  Ayuntamiento  de  Mataró  pude  incoar  tantos
procedimientos  de restauración  para  el  restablecimiento  de la  legalidad urbanística
como considere oportuno, ya que la acción de restauración en suelo no urbanizable no
prescribe,  como  más  delante  se  expondrá,  por  lo  que  caducado  o  archivado  el
expediente respectivo puede incoar uno nuevo.

TERCERO.- Respecto a la nulidad del informe de fecha 18 de julio de 2022 por
investigación prospectiva prohibida, el argumento resulta fútil a efectos de invalidar el
acto administrativo impugnado.

El precitado informe es consecuencia de la autorización de entrada peticionada
por  el  Ayuntamiento  de  Mataró  y  tramitada  y  concedida  por  el  Juzgado  de  lo
Contencioso-administrativo  nº  15,  con  el  fin  de  precisar  y  determinar  las  obras
ejecutadas sin licencia municipal. Por tanto, ninguna voluntad prospectiva se pretendía
desde el momento en que el informe trae causa de la autorización de entrada, por
cierto, siendo confirmado el auto por la Sala de lo Contencioso-administrativo del TSJ
de Cataluña.

CUARTO.- Sobre la tercería de buena fe protegida por la inscripción registral de
las obras nuevas, el artículo 34 de la Ley Hipotecaria establece: 

"El tercero que de buena fe adquiera a título oneroso algún derecho de persona
que en el Registro aparezca con facultades para transmitirlo, será mantenido en su
adquisición, una vez que haya inscrito su derecho, aunque después se anule o resuelva
el del otorgante por virtud de causas que no consten en el mismo Registro. La buena fe
del tercero se presume siempre mientras no se pruebe que conocía la inexactitud del
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Registro".

Según información registral, en la finca registral 12889, tomo 3734, libro 376, folio
190, consta que hay dos edificaciones: una principal destinada a vivienda unifamiliar de
375 m2 (225 m2 de PB y 150 m2 subterráneo) y otra de secundaria de 190 m2 (de 80
m2 de PB y 110 m2 de subterráneo), además de un garaje de 35 m2, un frontón de 110
m2 y una piscina de 65 m2. 

Pues bien, la única licencia otorgada a la finca fue acordada en dictamen de la
Comisión  municipal  permanente,  de  fecha  11  de  julio  de  1975,  que  consta  en  el
expediente 5531/272 del año 1975, para la construcción de una vivienda unifamiliar.

Pero es que lo relevante y lo  que se enjuicia  a través del  presente recurso
contencioso-administrativo  no son obras  pretéritas  sino  las  ejecutadas  por  la  parte
recurrente con posterioridad, por lo que el argumento carece fuerza impugnatoria.

QUINTO.-  En relación al carácter legalizable de las obras, el artículo 207 del
Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el Texto refundido de
la  Ley  de  urbanismo,  dispone:  “1. La  acción  de  restauración  de  la  realidad  física
alterada y del orden jurídico vulnerado prescribe a los seis años de haberse producido
la  vulneración  de  la  legalidad  urbanística  o,  en  su  caso,  la  finalización  de  las
actuaciones ilícitas  o  el  cese de la  actividad ilícita.  Si  estas  actuaciones tienen el
amparo de un título administrativo ilícito, la acción de restauración prescribe a los seis
años de haberse producido la correspondiente declaración de nulidad o anulabilidad, ya
sea en vía administrativa ya sea por sentencia judicial firme.

2. Las órdenes de restauración y las obligaciones derivadas de la declaración de
indemnización por daños y perjuicios prescriben a los seis años.

3. No obstante lo dispuesto por los apartados 1 y 2, la acción de restauración y
la orden dictada de restauración no prescriben nunca con relación a las vulneraciones
de la legalidad urbanística que se producen en terrenos que el planeamiento urbanístico
destina al sistema urbanístico de espacios libres públicos o al sistema viario, o clasifica
o tiene que clasificar como suelo no urbanizable en virtud de lo dispuesto por el artículo
32.a”.

Las obras ejecutadas son las siguientes: 

a. Realització de murs de contenció en llindars de parcel la, realitzats amb baseꞏ
opaca aplacada amb pedra i filat de doble torsió, ambdós d’alçada variable, tenint uns
amidaments totals aproximats de 487,90 m.

b. Realització de murs de contenció a l’interior de la parcel la amb la delimitacióꞏ
del camí interior d’accés a les finques nº 15 i nº 139 i la delimitació de plataformes i
talussos, realitzats amb base opaca aplacada amb pedra i filat de doble torsió ambdós
d’alçada variable, tenint uns amidaments totals aproximats de 1.114,45 m. Així doncs, el
total  de  murs  executats  (de  tancament  i/o  de  contenció,  perimetrals  o  interiors)
aproximadament és de 1.602,35 m.

c. Anivellament/formalització de les 5 plataformes, les quals han quedat descrites
a l’apartat Visita del present informe.
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d. Realització de zona pavimentada/parterres/vorades...del camí interior d’accés
a les finques.

e. Privatització i pavimentació de camí rural ubicat a la totalitat del límit sud-oest
de la  finca,  amb una amplada de 4,30 m (inclús tanca)  i  d’uns 115 m i  amb una
superfície aproximada de 495 m².

f. Construcció de nous volums destinats a casetes d’instal lacions ubicats a cadaꞏ
una de les plataformes. Aquests volums son els de distribució de la xarxa elèctrica,
d’aigües, serveis secundaris.

g. Construcció de nous volums (volum 1 i volum 5) ubicats a la plataforma 2 i
plataforma  5.  Tenen  una  superfície  aproximada  de  73,14  m²  per  al  volum  1  i
d’aproximadament 90 m² per al volum 5.

h. Formació de nova piscina de 108 m².

i. Ampliació/intervenció de les edificacions existents: volum 2, edifici secundari de
367 m2, volum 4, edifici annexa al principal de 75 m2.

A los efectos de dirimir la controversia, resulta trascendental traer a colación los
informes  técnicos  obrantes  en  autos,  que  determinan  que  el  suelo  donde  se  han
ejecutado las obras está clasificado como no urbanizable.

Figura a los folios 253 a 257 del expediente administrativo informe técnico que
establece  que  el  suelo  donde  se  han  ejecutado  las  obras  se  clasifica  como  no
urbanizable. 

Junto  con  el  escrito  de  contestación  a  la  demanda  se  aporta  certificado
urbanístico, de fecha 25 enero de 2024, en el que se hace constar:

“4.1 Classificació del sòl

Sòl No urbanitzable costaner tipus 1. SNUC1

4.2 Qualificació del sòl

Sistema d'Espais Lliures. Sistema de parcs forestals periurbans, clau U

Una porció de Sistema de comunicacions. La xarxa viària territorial, clau Ct

6. Paràmetres i regulació del Sòl no urbanitzable costaner C1

6.1 Règim d’ ús: art 15.2 (PDUSC)

6.1.1  S’admeten  els  usos  directament  vinculats  a  la  naturalesa  rústica  dels
terrenys, és a dir, els usos i les activitats agrícoles, ramaderes i forestals, així com
aquelles construccions,  edificacions i  instal·lacions de nova implantació  directament
vinculades a les esmentades activitats pròpies del sòl no urbanitzable, inclòs l,habitatge
familiar que estigui directament i justificadament associat a aquestes.

S’admet la reconstrucció i rehabilitació de masies i  cases rurals que estiguin
incloses pel planejament urbanístic en el catàleg previst a l’article 50.2 del TRLUC per a
destinar-les a habitatge familiar, establiments de turisme rural en les modalitats i amb
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els requisits regulats per la legislació de turisme rural  vigent a Catalunya, activitats
d’educació en el lleure i a establiments hotelers amb exclusió de la modalitat d’hotel
apartament (art 15.2.a PDUSC)

Aquesta finca no té cap edificació inclosa Pla especial urbanístic que defineix el
catàleg de masies i cases rurals.

6.1.2  S’admeten  les  activitats  o  els  equipaments  d’interès  públic  que
necessàriament s’hagin d’emplaçar en el medi rural previstos a l’apartat 4 de l’article 47
del TRLUC i es demostri que no és possible una ubicació alternativa en altres sòls no
urbanitzables de menor nivell de protecció.

Els projectes per a la implantació d’aquests usos i activitats s’han de tramitar i, si
escau, autoritzar sota els criteris legals restrictius de preservació d’aquest sòl enfront al
procés  de  desenvolupament  urbà,  i  de  màxima  integració  ambiental  de  les
construccions i les activitats.

La  implantació  d’aquests  nous  usos  haurà  de  ser  informada  per  l’òrgan
competent en matèria de medi ambient (art 15.2.b PDUSC)

6.1.3 No s‘admeten altres usos, obres, instal·lacions o construccions diferents
dels  específicament  admesos  dintre  d’aquesta  subcategoria  de  sòl  no  urbanitzable
costaner,  tant  si  són  de  primera  implantació  com  si  es  tracta  d’ampliació  dels
preexistents, sens perjudici del que s’estableix a les disposicions transitòries d’aquestes
Normes, pel que fa al manteniment dels usos preexistents (art 15.2.h PDUSC)

6.1.4 Totes les activitats de naturalesa rústica que exigeixin moviments de terra,
amb la finalitat d’implantar noves instal·lacions, efectuar rompudes i/o artigatges per a
nous  conreus  s’han  de  subjectar  al  procediment  de  l’article  48  del  TRLU (art  16.
PDUSC)

6.1.5 L'establiment de qualsevol ús autoritzable comportarà l'obligació d'adoptar
les mesures necessàries per evitar la degradació del medi natural i per aconseguir una
integració total en l'entorn en el que s'instal·li. Així mateix, caldrà preveure de forma
detallada la captació d'aigua potable, el sistema de depuració d'aigües residuals, les
mesures  necessàries  contra  incendis,  la  idoneïtat  dels  accessos  necessaris  i  la
conservació i la restauració de les masses arbrades i de la vegetació autòctona. El
titular es comprometrà a la conservació de l'establiment i del seu entorn per tal que
reuneixi  unes  condicions  perfectes  de  seguretat,  salubritat  i  d'ornat  públic.  Caldrà
dipositar una fiança (art 59 Reglament de la Llei Urbanisme de Catalunya, art 202 i 207
pla general i art 15 PDUSC)”.

El suelo en que se encuentra la finca es no urbanizable, calificado de Forestal
Periurbano, clave U, según el plan general de Mataró, categorizado de espacio abierto
de  protección  especial  por  su  interés  natural  y  agrario  según  el  Plan  territorial
Metropolitano de Barcelona, y clasificado de suelo no urbanizable costero tipo 1, según
el Plan director urbanístico del sistema costero vigente.

La parcela está afectada de la franja de policía del sistema hidrológico por la
Riera de Mata. Está incluida en la zona de protección de la Ley de carreteras por la C-
31E, e incluida en la zona de protección del sistema ferroviario (SAF).
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Por ello, la parcela es un suelo no urbanizable de especial protección, en que el
uso de la vivienda es incompatible. La especial protección se deriva no sólo del plan
general municipal sino también del planeamiento territorial. 

De  tal  manera,  ninguna  de  las  obras  ejecutadas  tiene  amparo  legal,  de
conformidad con la clasificación del suelo y con los usos permitidos en el mismo. La
parte  recurrente  no  ha  desplegado  prueba  alguna  que  desvirtúe  las  anteriores
consideraciones.

Extremo confirmado por la STSJ de Cataluña, Sala Contenciosa-administrativa,
Sección 2ª, nº 3349/2023, de fecha 17 de octubre de 2023, que confirma la sentencia
número 222/2022, de fecha 9 de septiembre de 2022, dictada por el Juzgado de lo
Contencioso-administrativo  núm.  4  de  Barcelona,  que  desestimó  el  recurso
contencioso-administrativo interpuesto contra el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de
Mataró,  adoptado  en  sesión,  de  fecha  5  de  noviembre  de  2020,  por  el  cual  se
desestimaban las alegaciones presentadas y se imponía a la mercantil KAYAK GEAR,
S.L.,  y al  Sr.   una sanción de 73.400 €, per la comisión de una infracción
urbanística muy grave en la finca objeto de autos. 

En lo que aquí interesa la sentencia declara: 

“Consta a les actuacions que l’Administració, ateses les diverses construccions
realitzades a la finca, decideix centrar el procediment que ha finalitzat amb la resolució
objecte  d’aquest  recurs  en  relació  amb les  obres  efectuades  que,  d’acord  amb la
resolució impugnada, són il·legalitzables atenent a la situació urbanística de la finca per
suposar una ampliació del volum existent a la finca consistents en: formació de porxo
amb  estructura  sòlida  -volum  1  de  64  m3-  ;  ampliació  de  volum amb  tancament
perimetral –volum 2 de 96 m2-; ampliació de volum -6 de 45 m3- i ampliació de volum -
8 de 162 m3- amb un volum de nova creació de 367 m3. Atès que es tracta d’un sòl no
urbanitzable  amb  règim  d’especial  protecció,  d’acord  amb la  normativa  urbanística
d’aplicació  i  les  previsions  dels  planejament  -qüestió  aquesta  no  discutida  a  les
actuacions- les obres de referència no són legalitzables, per la qual cosa com bé entén
la Sentència d’instància -amb independència que pugui  haver  incorregut en alguna
imprecisió  totalment  irrellevant  en  referir-se  a  aquesta  qüestió-  no  era  procedent
l’atorgament d’un termini per legalitzar les construccions, atesa la seva impossibilitat
manifesta.

La recurrent ha defensat en primera i en aquesta segona instància que les obres
efectuades per les quals s’ha dictat la resolució impugnada en aquest plet són obres de
manteniment i adaptació de les edificacions a criteris de sostenibilitat, mediambientals i
d’accessibilitat permeses en la finca i per tant legalitzables i que estan realitzades sobre
una -o més d’una-construcció antiga efectuada amb llicència, criticant les conclusions
de la Sentència sobre aquesta qüestió. Al respecte, cal assenyalar que per més que la
recurrent en defensa de les seves pretensions es refereixi a l’existència de llicència per
a la realització de dues construccions principals i a diverses construccions realitzades a
la finca no ha acreditat amb l’aportació d’una prova eficaç al respecte que les obres a
les quals es refereix el procediment de referència -a les quals abans s’ha fet referència-
consisteixin efectivament en obres necessàries per a la construcció de dues plaques
solars amb la finalitat d’aconseguir una major eficiència energètica, per al manteniment
de  la  porxada  i  per  donar  millor  accessibilitat  a  l’habitatge  per  suprimir  barreres
arquitectòniques, per tal que puguin ser objecte de legalització, tal com afirma; i aquesta
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és la conclusió a la qual arriba la Sentència d’instància de la valoració de la prova
practicada en aquest recurs. En efecte, la Sentència pren en consideració els informes i
inspeccions  dels  tècnics  municipals  -que  recordem  gaudeixen  de  presumpció  de
veracitat i en relació als quals la Sentència evidencia que no ha estat presentada prova
en contra- i  demés documents que componen l’expedient  administratiu  així  com la
prova practicada en el plet -entre la qual es troba la testifical de la tècnica municipal- i
és,  en  conseqüència,  que  conclou  que  la  recurrent  ha  portat  a  terme  diverses
construccions en sòl especialment protegit i no urbanitzable, sense llicència i que no
són legalitzables”.

Por  último,  en  cuanto  a  la  exclusión  de  responsabilidad  del  Sr.  Alberola,  la
antedicha  STSJ  de  Cataluña,  Sala  Contenciosa-administrativa,  Sección  2ª,  nº
3349/2023, de fecha 17 de octubre de 2023, refiere:

“Pel  que  fa  a  la  imputació  de  responsabilitat  al  senyor    la
Sentència  amb  encert  afirma  que  no  es  pot  entrar  a  valorar  la  declaració  de
responsabilitat que la resolución objecte de recurs efectua al seu respecte, en tant que
no és part en el procediment i que ha comparegut a les actuacions com a representant
de la mercantil i no a títol particular. I d’una anàlisi de les actuacions es constata que
això és així, per la qual cosa la mercantil recurrent no està legitimada per qüestionar
una declaració de responsabilitat que no li ha estat imputada i la procedència d’una
sanció  que  no  li  ha  estat  imposada.  Així  mateix,  de  l’expedient  administratiu  i  de
l’actuació processal de la recurrent resulta que aquesta coneix perfectament que la
sanció que li ha estat imposada és de 36.700 €, tal com consta també en la liquidació
de la sanció que li ha estat notificada per l’Ajuntament i que aporta juntament amb el
seu escrit d’interposició del recurs”.

Procede aplicar el pronunciamiento al supuesto de autos, al haber intervenido el
Sr.  como administrador único de la mercantil KAYAK GEAR, S.L., y no a título
particular. 

En consecuencia, y por las razones expuestas, procederá la desestimación del
recurso contencioso-administrativo.

SEXTO.-  Se imponen las costas a la parte recurrente de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 139 de la LJCA en el límite de 2.000 euros.

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación,

FALLO  
 
Que  debo  desestimar  y  desestimo  el  recurso  contencioso-administrativo

interpuesto por el Procurador de los Tribunales, D.    en nombre y
representación  de  KAYAK GEAR,  S.L.,  y  D.     contra  el
decreto núm. 11033 dictado por el Ayuntamiento de Mataró, de fecha 13 de noviembre
de 2023, que se confirma por ser ajustado a derecho.

Se imponen las costas a la parte recurrente de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 139 de la LJCA en el límite de 2.000 euros.
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Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la
misma cabe interponer  recurso de apelación en el  plazo de quince días desde su
notificación.

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por el Magistrado
que la suscribe, estando celebrando audiencia pública en el día de la fecha; doy fe.

Puede consultar el estado de su expediente en el área privada de seujudicial.gencat.cat

Los  interesados  quedan informados de  que sus  datos  personales  han sido  incorporados  al  fichero de

asuntos de esta Oficina Judicial, donde se conservarán con carácter de confidencial, bajo la salvaguarda y

responsabilidad de la misma, dónde serán tratados con la máxima diligencia.

Quedan informados de que los datos contenidos en estos documentos son reservados o confidenciales y

que el tratamiento que pueda hacerse de los mismos, queda sometido a la legalidad vigente. 

Los datos personales que las partes conozcan a través del proceso deberán ser tratados por éstas de

conformidad con la normativa general de protección de datos. Esta obligación incumbe a los profesionales

que representan y asisten a las partes, así como a cualquier otro que intervenga en el procedimiento.

El uso ilegítimo de los mismos, podrá dar lugar a las responsabilidades establecidas legalmente.

En relación con el tratamiento de datos con fines jurisdiccionales, los derechos de información, acceso,

rectificación,  supresión,  oposición  y  limitación  se  tramitarán  conforme  a  las  normas  que  resulten  de

aplicación en el proceso en que los datos fueron recabados. Estos derechos deberán ejercitarse ante el

órgano judicial u oficina judicial en el que se tramita el procedimiento, y las peticiones deberán resolverse

por quien tenga la competencia atribuida en la normativa orgánica y procesal.

Todo ello conforme a lo previsto en el Reglamento EU 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, en

la Ley Orgánica 3/2018, de 6 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos

digitales y en el Capítulo I Bis, del Título III del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder

Judicial.
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